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  Venezuela 

 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999) 

 

Artículo 21. Todas las personas son iguales ante la ley, y en consecuencia:  

1. No se permitirán discriminaciones fundadas en la raza, el sexo, el credo, la 

condición social o aquellas que, en general, tengan por objeto o por resultado 

anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de 

igualdad, de los derechos y libertades de toda persona. 

2. La ley garantizará las condiciones jurídicas y administrativas para que la 

igualdad ante la ley sea real y efectiva; adoptará medidas positivas a favor de 

personas o grupos que puedan ser discriminados, marginados o vulnerables; 

protegerá especialmente a aquellas personas que por alguna de las 

condiciones antes especificadas, se encuentren en circunstancia de debilidad 

manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

3. Sólo se dará el trato oficial de ciudadano o ciudadana; salvo las fórmulas 

diplomáticas.  

4. No se reconocen títulos nobiliarios ni distinciones hereditarias. 

 

Artículo 33. Son venezolanos y venezolanas por naturalización: 

1. Los extranjeros o extranjeras que obtengan carta de naturaleza. A tal fin 

deberán tener domicilio en Venezuela con residencia ininterrumpida de, por lo 

menos, diez años, inmediatamente anteriores a la fecha de la respectiva 

solicitud. 

El tiempo de residencia se reducirá a cinco años en el caso de aquellos y 

aquellas que tuvieren la nacionalidad originaria de España, Portugal, Italia, 

países latinoamericanos y del Caribe. 

2. Los extranjeros o extranjeras que contraigan matrimonio con venezolano o 

venezolana desde que declaren su voluntad de serlo, transcurridos por lo 

menos cinco años a partir de la fecha del matrimonio. 

3. Los extranjeros o extranjeras menores de edad para la fecha de la 

naturalización del padre o de la madre que ejerza sobre ellos la patria potestad, 

siempre que declaren su voluntad de ser venezolanos o venezolanas antes de 

cumplir los veintiún años de edad y hayan residido en Venezuela, 

ininterrumpidamente, durante los cinco años anteriores a dicha declaración. 

 

Artículo 34. La nacionalidad venezolana no se pierde al optar o adquirir otra 

nacionalidad. 

 

Artículo 37. El Estado promoverá la celebración de tratados internacionales en 

materia de nacionalidad, especialmente con los Estados fronterizos y los 

señalados en el numeral 2 del artículo 33 de esta Constitución. 
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Artículo 38. La ley dictará, de conformidad con las disposiciones anteriores, las 

normas sustantivas y procesales relacionadas con la adquisición, opción, 

renuncia y recuperación de la nacionalidad venezolana, así como con la 

revocación y nulidad de la naturalización. 

 

Artículo 76. La maternidad y la paternidad son protegidas integralmente, sea 

cual fuere el estado civil de la madre o del padre. Las parejas tienen derecho a 

decidir libre y responsablemente el número de hijos e hijas que deseen 

concebir y a disponer de la información y de los medios que les aseguren el 

ejercicio de este derecho. El Estado garantizará asistencia y protección integral 

a la maternidad, en general a partir del momento de la concepción, durante el 

embarazo, el parto y el puerperio, y asegurará servicios de planificación familiar 

integral basados en valores éticos y científicos.  

El padre y la madre tienen el deber compartido e irrenunciable de criar, formar, 

educar, mantener y asistir a sus hijos e hijas, y éstos tienen el deber de 

asistirlos cuando aquél o aquella no puedan hacerlo por sí mismos. La ley 

establecerá las medidas necesarias y adecuadas para garantizar la efectividad 

de la obligación alimentaria. 

 

Artículo 78. Los niños, niñas y adolescentes son sujetos plenos de derecho y 

estarán protegidos por la legislación, órganos y tribunales especializados, los 

cuales respetarán, garantizarán y desarrollarán los contenidos de esta 

Constitución, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás tratados 

internacionales que en esta materia haya suscrito y ratificado la República. El 

Estado, las familias y la sociedad asegurarán, con prioridad absoluta, 

protección integral, para lo cual se tomará en cuenta su interés superior en las 

decisiones y acciones que les conciernan. El Estado promoverá su 

incorporación progresiva a la ciudadanía activa, y un ente rector nacional 

dirigirá las políticas para la protección integral de los niños, niñas y 

adolescentes. 

 

Artículo 80. El Estado garantizará a los ancianos y ancianas el pleno ejercicio 

de sus derechos y garantías. El Estado, con la participación solidaria de las 

familias y la sociedad, está obligado a respetar su dignidad humana, su 

autonomía y les garantizará atención integral y los beneficios de la seguridad 

social que eleven y aseguren su calidad de vida. Las pensiones y jubilaciones 

otorgadas mediante el sistema de seguridad social no podrán ser inferiores al 

salario mínimo urbano. A los ancianos y ancianas se les garantizará el derecho 

a un trabajo acorde a aquellos y aquellas que manifiesten su deseo y estén en 

capacidad para ello. 

 

Artículo 81. Toda persona con discapacidad o necesidades especiales tiene 

derecho al ejercicio pleno y autónomo de sus capacidades y a su integración 
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familiar y comunitaria. El Estado, con la participación solidaria de las familias y 

la sociedad, les garantizará el respeto a su dignidad humana, la equiparación 

de oportunidades, condiciones laborales satisfactorias, y promoverá su 

formación, capacitación y acceso al empleo acorde con sus condiciones, de 

conformidad con la ley. Se les reconoce a las personas sordas o mudas el 

derecho a expresarse y comunicarse a través de la lengua de señas 

venezolana. 

 

Artículo 83. La salud es un derecho social fundamental, obligación del Estado, 

que lo garantizará como parte del derecho a la vida. El Estado promoverá y 

desarrollará políticas orientadas a elevar la calidad de vida, el bienestar 

colectivo y el acceso a los servicios. Todas las personas tienen derecho a la 

protección de la salud, así como el deber de participar activamente en su 

promoción y defensa, y el de cumplir con las medidas sanitarias y de 

saneamiento que establezca la ley, de conformidad con los tratados y 

convenios internacionales suscritos y ratificados por la República.  

 

Artículo 84. Para garantizar el derecho a la salud, el Estado creará, ejercerá la 

rectoría y gestionará un sistema público nacional de salud, de carácter 

intersectorial, descentralizado y participativo, integrado al sistema de seguridad 

social, regido por los principios de gratuidad, universalidad, integralidad, 

equidad, integración social y solidaridad. El sistema público de salud dará 

prioridad a la promoción de la salud y a la prevención de las enfermedades, 

garantizando tratamiento oportuno y rehabilitación de calidad. Los bienes y 

servicios públicos de salud son propiedad del Estado y no podrán ser 

privatizados. La comunidad organizada tiene el derecho y el deber de participar 

en la toma de decisiones sobre la planificación, ejecución y control de la política 

específica en las instituciones públicas de salud.  

 

Artículo 85. El financiamiento del sistema público de salud es obligación del 

Estado, que integrará los recursos fiscales, las cotizaciones obligatorias de la 

seguridad social y cualquier otra fuente de financiamiento que determine la ley. 

El Estado garantizará un presupuesto para la salud que permita cumplir con los 

objetivos de la política sanitaria. En coordinación con las universidades y los 

centros de investigación, se promoverá y desarrollará una política nacional de 

formación de profesionales, técnicos y técnicas y una industria nacional de 

producción de insumos para la salud. El Estado regulará las instituciones 

públicas y privadas de salud. 

 

Artículo 86. Toda persona tiene derecho a la seguridad social como servicio 

público de carácter no lucrativo, que garantice la salud y asegure protección en 

contingencias de maternidad, paternidad, enfermedad, invalidez, enfermedades 

catastróficas, discapacidad, necesidades especiales, riesgos laborales, pérdida 
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de empleo, desempleo, vejez, viudedad, orfandad, vivienda, cargas derivadas 

de la vida familiar y cualquier otra circunstancia de previsión social. El Estado 

tiene la obligación de asegurar la efectividad de este derecho, creando un 

sistema de seguridad social universal, integral, de financiamiento solidario, 

unitario, eficiente y participativo, de contribuciones directas o indirectas. La 

ausencia de capacidad contributiva no será motivo para excluir a las personas 

de su protección. Los recursos financieros de la seguridad social no podrán ser 

destinados a otros fines. Las cotizaciones obligatorias que realicen los 

trabajadores y las trabajadoras para cubrir los servicios médicos y asistenciales 

y demás beneficios de la seguridad social podrán ser administrados sólo con 

fines sociales bajo la rectoría del Estado. Los remanentes netos del capital 

destinado a la salud, la educación y la seguridad social se acumularán a los 

fines de su distribución y contribución en esos servicios. El sistema de 

seguridad social será regulado por una ley orgánica especial. 

 

Artículo 119. El Estado reconocerá la existencia de los pueblos y comunidades 

indígenas, su organización social, política y económica, sus culturas, usos y 

costumbres, idiomas y religiones, así como su hábitat y derechos originarios 

sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son necesarias 

para desarrollar y garantizar sus formas de vida. Corresponderá al Ejecutivo 

Nacional, con la participación de los pueblos indígenas, demarcar y garantizar 

el derecho a la propiedad colectiva de sus tierras, las cuales serán inalienables, 

imprescriptibles, inembargables e intransferibles de acuerdo con lo establecido 

en esta Constitución y la ley. 

 

Artículo 122. Los pueblos indígenas tienen derecho a una salud integral que 

considere sus prácticas y culturas. El Estado reconocerá su medicina 

tradicional y las terapias complementarias, con sujeción a principios bioéticos. 


